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Asimismo, tampoco se comprende la invocación que la Administración realiza al 
punto 5 del artículo 88 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, puesto que ni estamos 
ante una solicitud de reconocimiento de derechos no previstos en el ordenamiento 
jurídico – ya que el derecho de acceso a la información está regulado en la 
Constitución española y en la LTAIBG - ni la solicitud puede calificarse como 
manifiestamente carente de fundamento, ya que dicha fundamentación no es 
necesaria por expreso deseo legal. 
 
Por otro lado, para los casos en los que la Administración requerida no dispone de 
la información o documentación solicitada, la LTAIBG ha previsto que ésta dirija la 
solicitud al órgano que la tenga en su poder, si se conoce, informando de ello al 
solicitante (artículo 19.1) o bien, si lo desconoce, puede inadmitir la solicitud, en 
base a lo dispuesto en su artículo 18.1 d). En el caso en que la solicitud se dirija al 
organismo que claramente tiene la competencia en la materia pero se refiera a 
información de que no existe, el objeto material del derecho, tal y como se define 
en el artículo 13 antes indicado, no existe, ya que no se ha elaborado o producido 
la información que se solicita.  
 
No obstante, en lugar de indicar que la información solicitada no existe, en el caso 
que nos ocupa, la Administración resuelve no conceder el acceso, 
argumentándolo no en la LTAIBG sino, incorrectamente como hemos visto, en la 
Ley de Procedimiento Administrativo de las Administraciones Públicas. A juicio de 
este Consejo de Transparencia, claramente no es conforme a la LTAIBG rechazar 
la solicitud invocando causas ajenas a la normativa aplicable y usando 
expresiones que parecen desacreditar el ejercicio de un derecho de base 
constitucional. 
 

4. Sentado lo anterior, debe entrar a valorarse la cuestión de fondo, relativa a la 
entrega de una copia del Informe de la CNMC (o CNE) y otra copia del Dictamen 
del Consejo de Estado, emitidos en relación con el Anteproyecto de Ley que 
modifica la Ley 34/1994, del Sector de Hidrocarburos, que fue finalmente 
aprobada como la Ley 8/2015, de 21 de mayo. 

 
Respecto al Informe solicitado, parece desprenderse del presente expediente que 
ya le ha sido facilitado a la Reclamante todos los informes que conformaban el 
expediente, en fecha 30 de noviembre de 2016, es decir, después de presentada 
la Reclamación ante este Consejo. No obstante, el hecho de que se afirme que le 
han suministrado todos los informes, no quiere decir que entre ellos se encuentre 
el que había solicitado expresamente, esto es, el de la CNMC, por cuanto puede 
que este organismo no haya evacuado el informe solicitado y, por lo tanto, el 
mismo no exista. Por ello, entiende este Consejo de Transparencia que el 
MINISTERIO DE ENERGÍA, TURISMO Y AGENDA DIGITAL debe confirmar este 
extremo, es decir, si le ha sido efectivamente entregado a la interesada este 
informe- ya que no se aprecian razones basadas en los límites al derecho de 
acceso previstos en el artículo 14 de la LTAIBG para denegarlo- o, en su caso, si 
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el mismo no existe. En este último supuesto, la solicitud de información carecería 
de objeto al no existir el documento por el que se interesaba la hoy reclamante. 

 
Por otro lado, las mismas circunstancias- si existe o, en su caso, si ha sido 
suministrado a la interesada- concurren respecto del Dictamen del Consejo de 
Estado solicitado. 

 
Así, la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, establece en 
sus artículos 21 y 22 lo siguiente: 

Artículo veintiuno. 

El Consejo de Estado en Pleno deberá ser consultado en los siguientes asuntos: 

1. Anteproyectos de reforma constitucional, cuando la propuesta no haya sido 
elaborada por el propio Consejo de Estado. 

2. Anteproyectos de leyes que hayan de dictarse en ejecución, cumplimiento o 
desarrollo de tratados, convenios o acuerdos internacionales y del derecho 
comunitario europeo. 

3. Proyectos de Decretos legislativos. 

4. Dudas y discrepancias que surjan en la interpretación o cumplimiento de 
tratados, convenios o acuerdos internacionales en los que España sea parte. 

5. Problemas jurídicos que suscite la interpretación o cumplimiento de los actos y 
resoluciones emanadas de Organizaciones internacionales o supranacionales. 

6. Reclamaciones que se formalicen como consecuencia del ejercicio de la 
protección diplomática y las cuestiones de Estado que revistan el carácter de 
controversia jurídica internacional. 

7. Anteproyectos de Ley o proyectos de disposiciones administrativas, cualquiera 
que fuere su rango y objeto, que afecten a la organización, competencia o 
funcionamiento del Consejo de Estado. 

8. Transacciones judiciales y extrajudiciales sobre los derechos de la Hacienda 
Pública y sometimiento o arbitraje de las contiendas que se susciten respecto de 
los mismos. 

9. Separación de Consejeros permanentes. 

10. Asuntos de Estado a los que el Gobierno reconozca especial trascendencia o 
repercusión. 

11. Todo asunto en que, por precepto expreso de una Ley, haya de consultarse al 
Consejo de Estado en Pleno.  

Artículo veintidós. 
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Quince. Concesión y rehabilitación de honores y privilegios cuando así se 
establezca por disposición legal. 

Dieciséis. Asuntos relativos a la organización, competencia y funcionamiento del 
Consejo de Estado. 

Diecisiete. Concesión de monopolios y servicios públicos monopolizados. 

Dieciocho. Todo asunto en que por precepto expreso de una Ley haya de 
consultarse al Consejo de Estado en Comisión Permanente. 

Diecinueve. Todo asunto en que por precepto de una Ley haya de consultarse al 
Consejo de Estado y no se diga expresamente que debe ser al Consejo en Pleno. 

Aunque el anteproyecto de ley en cuyo marco se habría elaborado el dictamen por 
el que se interesa la solicitante no se encuadraría exactamente en ninguno de los 
supuestos previstos en los artículos de la normativa reguladora del Consejo de 
Estado antes descritos, este Consejo de Transparencia no ha podido acreditar si, 
aun así, se ha producido solicitud y evacuación del dictamen solicitado. Por lo 
tanto, entiende que debe confirmarse la existencia de tal dictamen y, en este caso, 
que el mismo ha sido aportado a la interesada ya que, a nuestro juicio, no 
concurren circunstancias que permitan denegar la información solicitada   

5. Para fundamentar dicha ausencia de límites o restricciones al acceso a lo 
solicitado, debe recordarse que la propia Ley de Transparencia, en su artículo 7, 
incluye dentro de las obligaciones de publicidad activa, esto es, información que 
debe ser publicada de oficio y sin necesidad de solicitud expresa por parte del 
interesado  
 
b) Los Anteproyectos de Ley y los proyectos de Decretos Legislativos cuya 
iniciativa les corresponda, cuando se soliciten los dictámenes a los órganos 
consultivos correspondientes. En el caso en que no sea preceptivo ningún 
dictamen la publicación se realizará en el momento de su aprobación. 
 
d) Las memorias e informes que conformen los expedientes de elaboración de los 
textos normativos, en particular, la memoria del análisis de impacto normativo 
regulada por el Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio. 

 
Por lo tanto, los documentos solicitados, en caso de que existieran, deben 
conformar la información que debe publicarse proactivamente en el marco de la 
elaboración de textos normativos.  
 

6. En definitiva, por los argumentos expuestos anteriormente, este Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno considera que la presente Reclamación debe ser 
estimada, por lo que el MINISTERIO DE ENERGÍA, TURISMO Y AGENDA 
DIGITAL debe confirmar la existencia de los documentos solicitados y acreditar, 
en su caso, que los mismos han sido proporcionados como consecuencia de la 
estimación de la segunda de las solicitudes planteadas. En caso de que la 
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información requerida no existiera, y tal y como hemos indicado anteriormente, el 
derecho ejercido carecería de objeto, al no existir información que pudiera 
solicitarse y de tal manera debe ser igualmente indicado.  

 

III. RESOLUCIÓN 
 
 
En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede  
 
PRIMERO: ESTIMAR la Reclamación presentada por  

, con entrada el 23 de noviembre de 2016, contra la Resolución de 18 de 
noviembre de 2016, del MINISTERIO DE ENERGÍA, TURISMO Y AGENDA DIGITAL. 
 
SEGUNDO: INSTAR al MINISTERIO DE ENERGÍA, TURISMO Y AGENDA DIGITAL a 
que proporcione, en el plazo máximo de 5 días, a  
la información solicitada atendiendo a los extremos indicados en el Fundamento 
Jurídico nº 6 de la presente resolución.  
 
TERCERO: INSTAR al MINISTERIO DE ENERGÍA, TURISMO Y AGENDA DIGITAL a 
que, en el mismo plazo máximo de 5 días, remita copia a este Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno de la documentación remitida de acuerdo con el 
apartado anterior o confirme los extremos indicados en el Fundamento Jurídico nº 6 de 
la presente resolución. 
 
De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2, de la 
Ley 39/2015, 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 
 
En consecuencia, contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, 
únicamente cabe, en caso de disconformidad, la interposición de Recurso 
Contencioso-Administrativo ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-
Administrativo de Madrid en plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1, c), de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.  
 

LA PRESIDENTA DEL  
CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 

 
 
 
 
 

Fdo: Esther Arizmendi Gutiérrez 
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